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EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO

In re

Carlos Pérez Olivo

AB-2001-12

PER CURIAM

San Juan, Puerto Rico a 14 de diciembre de 2001

El 12 de enero de 2001, el Sr. José A. Soto Mercado presentd
ante la Oficina del Procurador General una queja contra el Lcdo.
Carlos Pérez Olivo. Alegd que contratd los servicios
profesionales de éste por la suma de $25,000, para que lo
representara en un caso por violacidén a la Ley de Sustancias
Controladas en el Tribunal Federal del Distrito de Puerto Rico.
Adujo que el proceso incoado en su contra culmindé en una
alegacidén de culpabilidad para cumplir diez (10) afos de

prisidén. Sostuvo que el abogado lo visitd en la cércel



federal, le informd gque la sentencia impuesta era injusta y gque prepararia
una apelacién inmediatamente por la cantidad de $30,000 en concepto de
honorarios. También alegd que el abogado le garantizd que si la apelaciédn
no le favorecia le devolveria dicha cantidad.

De otra parte, el sefior Soto Mercado sostuvo que el licenciado Pérez
Olivo lo visitd en varias ocasiones en la prisidén indicdndole que estaba
trabajando en la apelacidén pero que, con el paso del tiempo, dejé de visitarlo
y no supo mas de é1. No fue sino hasta mediados del afio 2000 que le solicitd
a otro abogado que le diera seguimiento a la alegada apelacidn presentada
por el licenciado Pérez Olivo. Dicho abogado, 1luego de hacer las
averiguaciones pertinentes, le indicdé que ésta nunca fue presentada.
Finalmente, sostiene, que tanto €1l como su familia han efectuado numerosas
gestiones para comunicarse con el abogado querellado pero que las mismas
han sido infructuosas.

El 6 de febrero de 2001, el Procurador le envidé al licenciado Pérez
Olivo una notificacidén de la queja en su contra para que expresara su posicidn
en torno a la misma. La carta fue enviada a la direccidn gque aparece en
el récord del Colegio de Abogados y en el expediente personal del Tribunal
Supremo (P.O. Box 16244, San Juan, PR 00908). Sin embargo, ésta fue devuelta
debido a que el apartado postal se habia cerrado. El 4 de junio de 2001,
el Procurador le envid la misma comunicacién a una de las varias direcciones
que constan de diferentes documentos en el expediente personal del
licenciado Pérez 0Olivo en el Tribunal Supremo (Chase Manhattan Building,
Suite 75-369 East 149 ST., Bronx NJ [sic] 10455). Esta también fue devuelta
por ser errdnea la direccidn.

El 2 de julio de 2001, el Procurador, mediante informe, nos indicdé que
como resultado de lo anterior, no habia podido investigar y evaluar la queja
presentada por el senor Soto Mercado.

Asi las cosas, el 25 de enero de 2001, el sefior Soto Mercado, acudid
a este Tribunal con la misma queja que presentd en la Oficina del Procurador

General.



La Secretaria de este Tribunal envié al licenciado Pérez Olivo, por
correo certificado con acuse de recibo, en varias ocasiones y a las
direcciones que aparecian en su expediente personal, una notificacidén de
la queja.' Al igual que le ocurrid al Procurador, todas las notificaciones
fueron devueltas por el abogado haber cambiado de direccién. Cabe seflalar
qgue ninguno de estos cambios fue notificado a la Secretaria de este Tribunal.

En atencidén a todo lo anterior, el 24 de julio de 2001, este Tribunal
emitid una resolucidn mediante la cual le concedid al licenciado Pérez Olivo
un plazo de veinte (20) dias, (contados a partir de la notificacidn de la
resolucidn), para que contestara la queja presentada en su contra. Ademds,
le ordend que informara la razdn por la cual no habia notificado su nueva
direccidén. Se ordend al Alguacil de este Tribunal que notificara dicha
resolucidén personalmente. Sin embargo, todas las gestiones realizadas por
el Alguacil para localizar al 1licenciado Pérez O0Olivo resultaron

infructuosas.?

IT

En el presente caso el licenciado Pérez Olivo fue admitido al ejercicio
de la abogacia el 3 de enero de 1974. A esa fecha la direccidn que aparecia
en su expediente personal era la Calle Flores Num. 115, Santurce PR. E1
28 de febrero de 1974 fue admitido al ejercicio de la notaria. Surge del
“Juramento del Peticionario” [sobre admisidén al ejercicio de la profesidn
notarial] que su direccidén era la Calle Mayagiiez Num. 212, tercer piso (3B),

Hato Rey, PR.

! Especificamente, le envid copia de la queja presentada a las direcciones

siguientes: el 8 de febrero de 2001 al PO Box 16244, San Juan, PR 00908;
el 15 de febrero al 259B, Calle Chile, San Juan, PR 00917; el 25 de junio
al PO Box 16244, Condado Station, San Juan, PR 00908; y el 3 de agosto al
Chase Manhattan Bank BLDG., Suite 75-369, East 149th Street, Bronx, NY
000010455.

2 El Alguacil se dirigidé a las siguientes direcciones que aparecen en
distintos documentos en el expediente personal del licenciado Pérez Olivo:
Calle Chile, Num. 259B, San Juan, PR 00917 y al PO BOX 16244, San Juan, PR
00908. Ademéds, éste verificd con la telefdnica a través del 411 y a través
de las Guias Telefénicas Comercial y Residencial.



Asi las cosas, mediante “Notificacidén al Tribunal Supremo de Cambio
de Oficina” presentada el 30 de septiembre de 1975 le informd a este Tribunal
que, a partir de l1lro. de octubre de 1975 trasladaria su oficina al Ada’s
Building, Inc. (altos del Correo), Calle Loiza, Num. 1957, Santurce, PR
00914. La mocidn fue firmada por éste y debajo de la misma hizo constar
la siguiente direccidn postal: Box 6805, Loiza Street Station, San Juan,
PR 00914.°

El 3 de agosto de 1977, el Lcdo. José R. Seda, entonces Director de
Inspeccidén de Notarias Interino, le autorizd el traslado de su protocolo
al Edificio Yale, Ponce de Ledén 306, Puerta de Tierra, San Juan, PR.

Aproximadamente, tres (3) afios mds tarde, es decir, el 9 de junio de
1980, el licenciado Pérez Olivo renuncidé al ejercicio de la notaria por
encontrarse prestando servicios legales en una agencia de gobierno de Nueva
York.? Mediante Resolucién de 25 de junio de 1980 este Tribunal dio por
terminada la fianza notarial prestada por el Colegio de Abogados.

A partir de este momento, el licenciado Pérez Olivo no volvid a
notificarle a este Tribunal de sus multiples cambios de direccidn, tanto
en el estado de Nueva York como en Puerto Rico.

Cabe sefalar que es a raiz de una querella presentada el 27 de febrero
de 1996 por el Colegio de Abogados contra el licenciado Pérez Olivo, por
falta de pago de la cuota de colegiacidén, que éste Tribunal se entera de
la nueva direccidén del abogado en Nueva York: Chase Manhattan Bank, Suite
44, 369 FEast 149th Street, Bronx, NY 10455. En atencidén a nuestra
advertencia de suspenderlo (Resolucidén de 19 de abril de 1996), el 16 de
mayo de 1996 el licenciado Pérez Olivo presentd una mocidén en la cual nos
informé haber satisfecho la cuota adeudada al Colegio de Abogados. En dicha

mocién indicd como su direccidn la siguiente: Calle Chile 259(B), San Juan,

3 Es menester puntualizar que ésta es la Unica direccidén informada

formalmente a este Tribunal.

4 Esta informacidén surge de la comunicacidn que le enviara el Lcdo. Ramdn

Olivo Nieves (socio en aquel momento del licenciado Pérez Olivo) al entonces
Director de Inspeccidén de Protocolos, Lcdo. Govén D. Martinez Suris el 9
de junio de 1980.



PR 00917, Tel/Fax: 751-7305. Este cambio de direccidén no fue formalmente
informado a este Tribunal.

El 21 de julio de 1998, por segunda ocasidén, el Colegio de Abogados
acudidé ante nos solicitando la suspensidén del licenciado Pérez Olivo por
cuotas adeudadas. Dicha peticidén fue notificada a la direccidn antes
mencionada. Mediante Resolucidén de 20 de octubre del mismo afio le
concedimos un término al licenciado Pérez 0Olivo para que se expresara en
torno a la querella del Colegio. La resolucidén fue enviada por correo
certificado con acuse de recibo a la ultima direccidén que aparecia en su
expediente, que como ya indicdramos, era la siguiente: Calle Chile 259 (B),
San Juan, PR 00917. Esta comunicacidén no fue reclamada. Finalmente, y
luego de una investigacidn realizada por la Oficina de Alguaciles de este
Tribunal, dicha resolucidén fue notificada el 17 de diciembre de 1998,
personalmente, a la siguiente direccidn: Ave. Wilson Num. 1314, Condado,
San Juan, PR 00901; Oficina: Ave. Monserrate AB, Carolina, PR. En esa misma
fecha el licenciado Pérez Olivo nos informé mediante mocidén que habia hecho
el pago requerido por el Colegio. En dicha mocidén hizo constar como su nueva
direccidén la siguiente: P.O. Box 16244, Condado Station, San Juan, PR 00908,
Tel. (787) 379-0793.

El 2 de noviembre de 2000, por tercera ocasiédn, el Colegio de Abogados

nos solicitd la suspensidn del licenciado Pérez Olivo por adeudar la cuota

del Colegio. La querella fue enviada a la ultima direccidén que aparecia
en el expediente en el Ultimo documento que éste presentd al Tribunal. Es
decir, se le envié al P.O. Box 16244, San Juan, PR 00908. A esa misma

direccidén le notificamos la Resolucién de 15 de diciembre de 2000
advirtiéndole de las consecuencias que su incumplimiento acarrearia. Sin
embargo, el correo devolvid el documento porgque el apartado postal estaba
cerrado. Nuevamente, esta actuacidén requiridé una investigacidén de 1la
Oficina de los Alguaciles y la resolucidén finalmente fue notificada el 18
de enero de 2001 en la Ave. Monserrate AB-22, Carolina, PR 00983. Esta fue
recibida por la secretaria Sra. Natividad Nieves. Cabe sefialar que en dicha

resolucidén hay una nota a manuscrito en la cual tanto la secretaria, sefiora



Nieves, como el Lcdo. Guillermo Batlle Olivo hicieron constar que
desconocian el paradero del licenciado Pérez Olivo.

El 23 de marzo de 2001, el Colegio de Abogados presentd una mocidn
mediante la cual nos informdé que el licenciado Pérez Olivo habia pagado la
deuda que tenia con dicha institucidén. Este documento le fue notificado
al Lcdo. Guillermo Batlle Olivo, quien representd al licenciado Pérez Olivo
en esa ocasién. La notificacidén se hizo al Cond. Coral Beach TW I, Apt.
1619, Carolina, PR 00979.

Nuevamente, el 2 de octubre de 2001, el Colegio solicitd la suspensiodn
del licenciado Pérez Olivo por falta de pago de cuota. Segun el Colegio,
esta querella se la habia enviado a la Gltima direccidn que aparecia en el
sistema de ellos: P.O. Box 16244, San Juan, PR 00908. A esa misma direccidn
este Tribunal le notificd por correo la correspondiente resolucién. Este
nos devolvié el documento debido a que el apartado postal correspondiente
a la direccidn mencionada estaba cerrado. Una segunda notificacidn por
correo le fue remitida a la direccidn del estado de Nueva York que aparecia

en el expediente. Esta también fue devuelta.

ITI

Como hemos podido observar, lo antes descrito es un claro ejemplo de
una conducta de indiferencia en torno al cumplimiento de las obligaciones

minimas que exige la profesidén a cada uno de sus miembros. In re Medina

Flores, res. 30 de noviembre de 2001. EIl no informar a este Tribunal los
cambios de direccidn postal y fisica tanto de su residencia como de su
despacho, no sélo nos dificulta el velar porgque la clase togada cumpla
fielmente con los requerimientos de 1la profesidén, sino que también
obstaculiza el ejercicio de nuestra jurisdiccidn disciplinaria en casos de

quejas presentadas por los ciudadanos. In re Rivera D’Ambrosse, res. 25 de

abril de 1997, 142 D.P.R. Ap. (1997), 97 JTS 87; In re Figueroa Carrasquillo,

res. 9 de enero de 2001, 2001 JTS 11. Véase, ademds, In re Sanabria Ortiz,

res. 13 de diciembre de 2001.



La Regla 9(j) del Reglamento del Tribunal Supremo, 4 L.P.R.A. Ap. XXI-A
impone a todo abogado la obligacién de notificar cualquier cambio de su
direccidén a la Secretaria del Tribunal Supremo. El incumplimiento de tal
deber es suficiente para decretar la separacién indefinida de la abogacia.

In re Berrios Pagan, 126 D.P.R. 458 (1990). Véanse, ademds: In re Figueroa

Carrasquillo, supra; In re Capd, res. 4 de mayo de 2001, 2001 JTS 90 e In

re Serrallés III, 119 D.P.R. 494 (1987).

A tenor con lo antes expuesto, resulta ineludible concluir que la
conducta del licenciado Pérez Olivo constituye una violacidén a la Regla 9(3j)
de nuestro Reglamento. La direccidédn que actualmente se encuentra
disponible en la Secretaria de este Tribunal no existe. Tampoco existe el
apartado postal que para el drea de San Juan dicho abogado le ha indicado

al Colegio de Abogados es el suyo, donde recibe correspondencia.

v

Tomando en consideracidén todo lo anterior, se decreta la suspensidn
inmediata e indefinida del ejercicio de la abogacia del Lcdo. Carlos Pérez
Olivo.

Esta Opinidén Per Curiam y la Sentencia correspondiente se le notificara
al licenciado Pérez 0Olivo por correo certificado con acuse de recibo a la
Ultima direccidén gque aparece en el expediente personal. Una vez remitida
la misma por correo certificado con acuse de recibo, se considerard que el
licenciado Pérez Olivo ha sido notificado de su suspensidén y la misma sera
efectiva a partir de esa fecha.

Se le impone a éste el deber de notificar a todos sus clientes de su
inhabilidad para continuar representdndolos, les devuelva cualesquiera
honorarios recibidos por trabajos no realizados, e informe oportunamente
de su suspensidén a los foros judiciales y administrativos.

Se dictaréd la correspondiente sentencia.



In re:

EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO

Carlos Pérez Olivo

AB-2001-12

SENTENCIA

San Juan, Puerto Rico a 14 de diciembre de 2001

Por los fundamentos expuestos en la Per Curiam que antecede,
se dicta sentencia suspendiendo inmediatamente e
indefinidamente del ejercicio de la abogacia al Lcdo. Carlos
Pérez Olivo.

Se le impone a éste el deber de notificar a todos sus
clientes de su inhabilidad para continuar representandolos, les
devuelva cualesquiera honorarios recibidos por trabajos no
realizados, e informe oportunamente de su suspensidén a los foros
judiciales y administrativos.

Lo pronuncid, manda el Tribunal y certifica la Secretaria

del Tribunal Supremo. El Juez Asociado sefior Herndndez Denton
no intervino.

Isabel Llompart Zeno

Secretaria del Tribunal Supremo



